En la ciudad de General San Martín, a los _16_ días del mes de Julio de 2.010, se reúnen en acuerdo ordinario los señores Jueces de la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en San Martín, estableciendo el siguiente orden de votación de acuerdo al sorteo efectuado: Ana María Bezzi, Hugo Jorge Ecarri y Jorge Augusto Saulquin, para dictar sentencia en la causa Nº 1.898/2.009, caratulada “S. C. P. c/ Hospital Agudos Gob. Domingo Mercante y otros s/ Pretensión Indemnizatoria”. 

A N T E C E D E N T E S 

I.- A fs. 404/419 el señor Juez de grado dictó sentencia resolviendo: “1) Rechazar la excepción de falta de legitimación pasiva interpuesta por la Municipalidad de José C. Paz y en consecuencia hacer lugar parcialmente a la demanda que por resarcimiento de daños y perjuicios incoara la Sra. C.  P.  S.  contra la Provincia de Buenos Aires y la Municipalidad de José C. Paz, por los motivos expuestos en los considerandos; condenando a abonarle a la misma las sumas de pesos ocho mil ($8.000.-) en concepto de incapacidad sobreviniente permanente; pesos tres mil ($ 3.000.-) como daño psicológico; pesos quinientos ($ 500) como gastos médicos y farmacéuticos; pesos doscientos ($ 200) como gastos de traslado y pesos ocho mil ($ 8.000) por daño moral; sumas a las que deberá adicionársele la tasa de interés que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires por depósitos a treinta días, desde la fecha en que el hecho tuvo lugar hasta su efectivo pago (art. 622 CC y arts. 7 y 10 ley 23.928, modif. por ley 25.561), con excepción del rubro daño psicológico, cuyos intereses deberán liquidarse a partir de la presente y hasta el efectivo pago. 2) Hacer extensiva la condena a la citada en garantía Provincia Seguros S.A. por la obligación que nace de la póliza nº 58814 con relación a su asegurada Provincia de Buenos Aires hasta la medida del seguro (art. 118 ley 17.418). 3) No hacer lugar a los rubros daño estético, lucro cesante ni pérdida de la chance por las razones apuntadas en los considerandos. 4) Rechazar el planteo de inconstitucionalidad esgrimido por la citada en garantía Provincia Seguros S.A. por las razones esgrimidas en los Considerandos. 5) Disponer que la presente deberá ser cumplida en el plazo de sesenta (60) días contados a partir de la fecha en que quede firme el auto de aprobación de la liquidación (arts. 63 CCA y 163 Const. Prov.). 6) Imponer las costas en el orden causado (art. 51 inc. 1° CCA), difiriendo la regulación de honorarios para la oportunidad prevista en el art. 51 ley 8904.” (fs. 419/419vta). 

Para así decidir, consideró lo siguiente: 

1) Que la actora intenta obtener por parte de los demandados el resarcimiento de los daños y perjuicios que dice haber padecido debido a dos causas que diferencia claramente; una, el supuesto accidente acaecido en el marco de la contraprestación debida en el programa “Jefes de Hogar” y la segunda, la eventual mala praxis médica en la atención de las lesiones producidas en dicho infortunio; 

2) Que la actora afirma que los daños cuya reparación reclama fueron sufridos en un accidente durante el desempeño de su contraprestación en el marco del programa “Jefes y Jefas de Hogar” el 6 de julio de 2004; cuando cumpliendo una orden de servicio, pasó un material para ser tratado en el Sector de Esterilización a través de una ventana, la cual cayó sobre su mano derecha produciéndole las lesiones descriptas.

Encontró esenciales -a la luz del principio de la sana crítica (art. 384 CPCC)- la contestación de los oficios librados a la Secretaría de Empleo del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, al Hospital Zonal Gobernador Domingo Mercante y la declaración de la testigo Silvia Rita Zunilda. Así, resaltó que la Secretaría de Empleo del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social indicó a fs. 242 “que conforme surge del análisis del Sistema de Información del Programa Jefes de Hogar Dec. Nº 565/02, la Sra. S.  P.  C.  CUIL Nº 27-16239574-8, es beneficiaria del citado programa desde el mes de mayo de 2002, teniendo liquidado el beneficio hasta el mes de marzo de 2007...”. Asimismo, reseñó que el Hospital Zonal Gobernador Domingo Mercante respondió que la actora desempeñaba tareas comunitarias en dicha sede como contraprestación del plan social “Jefes y Jefas de Hogar” desde “aproximadamente el mes de junio de 2000 hasta la fecha del accidente” y que “sufrió accidente el día 6 de julio de 2004”. A su vez, subrayó que la testigo Silvia Rita Zunilda, a fs. 184/185, expresó “... que ella la ayudó, estaba esperando el ascensor y siente un ruido y la ve a C.  que estaba doblada y blanca le ve la mano, se soltó la ventana, que la misma estaba rota hacía mucho. Ella la agarra a C.  la ayudó... fueron a la guardia, la atendieron y le sacaron placas...le limpian el dedo que estaba abierto, tenía un corte, le pusieron un soporte al dedo...”. 

Entendió que tales elementos crearon la convicción de la ocurrencia del accidente y que el mismo tuvo lugar en ejercicio de la contraprestación desarrollada por la actora en el marco del Plan “Jefes de Hogar”, por lo que debía analizar si correspondía endilgar responsabilidad a los demandados de autos.

3) Que pese a que la actora indicó claramente la razón por la cual trajo al proceso a la municipalidad (por su carácter de “empleadora”, por depender de la misma la asignación de tareas), la codemandada sostuvo a fs. 54/56 que no existe circunstancia fáctica ni jurídica que la vincule con los hechos de autos, dado que como resulta de público y notorio, el Hospital Gobernador Domingo Mercante depende del Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires y el Plan Jefes de Hogar es de carácter nacional, dependiendo del Ministerio de Trabajo de la Nación. 

Al respecto, el juez a quo encontró circunstancias fácticas y jurídicas que vinculan a la Municipalidad demandada con el hecho de autos, por lo que desestimo la defensa. Explicó que cuando se pretende hacer efectiva la responsabilidad del Estado por hechos u actos omisivos en el ámbito extracontractual, como en el tópico, una norma que integra el poder de policía estatal debe imponer a éste de manera explícita o razonablemente implícita, una conducta en sentido material positivo; generando su omisión la obligación de reparar. Explicó que a los fines de evaluar la responsabilidad de los demandados, habiendo quedado acreditado que el accidente tuvo lugar en ejercicio de la contraprestación debida por la actora en el programa “Jefes de Hogar”, correspondía acudir a la normativa que regula el mismo. 

En tal sentido, indicó que el Programa “Jefes de Hogar” fue creado por Decreto del Poder Ejecutivo Nacional Nº 565/2002 –y reglamentado por distintas resoluciones del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, entre ellas las Nº 312/M.T.E.y S.S./02 y 458/M.T.E.y S.S./2002- y que tiene por objeto brindar una ayuda económica a los titulares designados en el artículo 2º con el fin de garantizar el Derecho Familiar de Inclusión Social (cfm. art. 3). Expuso que el art. 9º estableció que el programa tendrá descentralización operativa en cuanto a su ejecución, la que se producirá a través de cada Provincia y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y se aplicará por medio de los municipios, y mencionó jurisprudencia de la SCBA referida a la naturaleza del programa (B. 68051 “Wakula, Alejandro L c/ Municipalidad de la Costa y ot. s /accidente de trabajo. Conflicto de competencia. Art. 7 inc. 1º ley 12008).

Explicó que aunque sea implementado por la administración nacional, el programa resulta descentralizado en cuanto a su ejecución, siendo llevado a cabo por las provincias y por medio de los municipios, y que impone a tales organismos, en cuanto organismos ejecutores, distintas obligaciones, que surgen de las aludidas reglamentaciones. En tal aspecto, luego de transcribir el art. 16 de la Resolución M.T .E. Y S.S. 458/02 -modificatoria de la Resolución N º 312/02-consideró que resultaba a todas luces evidente que el ordenamiento jurídico impone a la Provincia de Buenos Aires y a la Municipalidad de José C. Paz -en cuanto organismos ejecutores del programa social- una conducta positiva en lo que respecta a asegurar las condiciones de seguridad del lugar donde se llevaran a cabo las tareas. Por ello, entendió que podía inferirse que la ocurrencia del accidente sufrido por la actora en el desarrollo de las tareas o actividades previstas en el programa pone de manifiesto que el accionar de las demandadas fue contrario al deber impuesto por la norma y es tal conducta omisiva la que les genera la obligación de reparar. 

Entendió que tales fundamentos conllevan necesariamente el rechazo de la excepción de falta de legitimación pasiva opuesta por el municipio de José C. Paz, ya que la obligación de reparar a su respecto nace de la conducta omisiva en el cumplimiento de los deberes a su cargo como organismo ejecutor del Programa Jefes de Hogar y no de las circunstancias oportunamente alegadas.

4) Que la citada en garantía es traída a juicio en virtud de que la demandada Provincia de Buenos Aires denunció que los beneficiarios del plan Jefes y Jefas de Hogar se encontraban amparados por Provincia Seguros S.A. en atención a la póliza de accidentes personales Nº 58.814, de acuerdo a lo que surge de los registros del Ministerio de Desarrollo Humano - Gobierno de la Provincia de Buenos Aires y solicitó en consecuencia se citara en garantía a dicha aseguradora como tercero obligado en los términos del art. 94 del CPCC y 118 de la Ley 17.418. Explicó que correspondía dar encuadre a la intervención de la aseguradora en el proceso, entendiendo el Juez de grado que la norma que regula la actuación de Provincia Seguros S.A. en autos es el art. 118 de la Ley 17.418, todo ello en virtud del principio iura novit curia. 

Señaló que la aseguradora rechazó la citación en garantía fundándose en que no existe contrato que asegure accidentes ocurridos con motivo o en ocasión del trabajo, ni que asegure por mala praxis médica, sin perjuicio de lo cual acompañó la póliza Nº 58.814 de accidentes personales tomada por el Ministerio de Desarrollo Humano de la Provincia de Buenos Aires.

Por su parte, relató que el perito contador de oficio designado informó que la póliza se encontraba en vigencia al tiempo del hecho, que el riesgo que cubre es el de accidentes personales tradicionales por nómina y de accidentes personales tradicionales innominados, que no incluye porcentaje o importe en concepto de franquicia y que el límite de cobertura por cada siniestro es de $10.000 con la limitación que surge de la cláusula novena de condiciones particulares (invalidez permanente). Escribió el a-quo que pasada vista por la referida póliza, es posible observar que la cláusula segunda de las condiciones generales caracteriza a un accidente como toda lesión corporal que pueda ser determinada por los médicos de una manera cierta con independencia de la voluntad del asegurado. Explicó que eso es lo que efectivamente ocurrió en autos.

En definitiva, expuso que quedó acreditado que la actora sufrió una lesión en su mano en el siniestro ocurrido el 6/7/04 en el Hospital Gobernador Mercante -no en el marco de una relación laboral, lo que entendió que excluiría la cobertura-, en relación a la contraprestación debida por el Programa Jefes de Hogar. Entendió por ello que habiendo acaecido el siniestro – accidente personal - cuya cobertura contratara el tomador Ministerio de Desarrollo Humano de la Provincia de Buenos Aires con la citada en garantía Provincia Seguros S.A., nació la obligación para ésta última de mantener indemne a su asegurada Provincia de Buenos Aires en la medida del seguro, es decir, en los límites y con los alcances de la cobertura (art. 118 Ley N° 17.418).

5) Que la actora demandó al nosocomio, al que designó como ente descentralizado del Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires, ya que debido a la impericia o negligencia de todo su personal médico hizo que las consecuencias de su accidente se hubieran maximizado, como resultado de un accionar irresponsable, lo que determinó consecuencias extremas indeseables para la misma. Afirmó el Juez de Primera Instancia que es regla para aquellas pretensiones donde se imputa responsabilidad médica por mala praxis que la prueba se refiera a los actos y omisiones del médico que demuestren un accionar culposo, ya sea a título de negligencia, o de imprudencia o impericia; pero no solamente sobre el resultado negativo del tratamiento, dado que aunque ése no fuera el esperado, no compromete responsabilidad alguna si aquella conducta considerada reprochable no fue debidamente acreditada. Y que es a tales fines que el dictamen pericial médico resulta el único medio probatorio para poder determinar si se produjo una actividad negligente o imprudente o se verificó falta de pericia en los profesionales empleados por el nosocomio como afirma la actora.

Manifestó que de la pericia traumatológica se desprende que la actora sufrió un accidente el 6/7/04 por el que fue conducida a la guardia donde la trataron por su fractura expuesta del dedo meñique, como consta en la historia clínica, omitiendo la fractura del anular, la que fue advertida tras su primer consulta en forma ambulatoria, no obstante lo cual estaba todavía en una posición que no necesitaba otro tratamiento. 

Transcribió fragmentos de la pericia y dijo que las afirmaciones referidas a que el tratamiento por guardia fue el correspondiente, como así también que las fracturas tuvieron mala evolución no por el tratamiento sino por el tipo de lesión, sellan a su entender la suerte de la pretensión indemnizatoria por la alegada mala praxis. Ello, en tanto más allá del resultado adverso puesto de manifiesto por el Sr. Perito, no ha podido probarse que haya mediado actividad u omisión culpable por parte de los profesionales que atendieron a la actora. Mencionó jurisprudencia (RDL y otro c/Instituto Médico de Obstetricia s/ daños y perjuicios” - Cám. Nacional en lo Civil Sala H – 16/03/2009; SCBA C 102615 S 11-2-2009 Juez Kogan) y desestimó la mala praxis alegada.

6) Que habiendo quedado comprobada y enmarcada la responsabilidad que en el hecho de autos le caben a la Provincia de Buenos Aires y a la Municipalidad de José C. Paz, y determinada la obligación de la citada en garantía Provincia Seguros S.A. de mantener indemne a su asegurada hasta el límite de su cobertura, se viabiliza la pretensión de la actora, debiendo valorar la indemnización solicitada; 

7) Que con respecto al daño material, la actora reclamó por el rubro incapacidad sobreviniente la suma de pesos $135.000. Explicó el Juez de grado que la reparación por este rubro debe tener por finalidad cubrir no sólo las limitaciones de orden laboral, sino también la proyección que aquella tiene con relación a todas las esferas de la personalidad, ya que no se trata de resarcir discriminadamente sólo la aptitud laboral sino de reparar en plenitud, en tanto tal reparación tiene por su fundamento el respeto a la personalidad integralmente considerada. Asimismo, que a los fines de evaluar lo peticionado, debía atender fundamentalmente a la pericia médica traumatológica y sus aclaraciones. Narró que de la misma se desprende que la actora sufrió por el accidente de que se trata fractura del quinto dedo -que se trató incruentamente- y fractura de cuarto dedo -que se trató quirúrgicamente-, ambos de su mano derecha. Indicó que las fracturas evolucionaron mal por el tipo de lesión, las cuales fueron a nivel articular y conminutas (muchos fragmentos) dejando secuelas funcionales que determinan una incapacidad de grado parcial y carácter permanente que establece en un 19,95%. Además, que sus conclusiones no fueron impugnadas por los demandados.

Para fijar la cuantía de la reparación valoró la edad de la actora al tiempo de la pericia, sus condiciones sociales y laborales, la carencia de actividad rentada formal, más allá del beneficio por el Programa Jefes de Hogar y demás circunstancias personales que surgen del beneficio de litigar sin gastos otorgado. Consideró que la suma pretendida resulta abultada y la redujo a $ 8.000. 

8) Que la actora reclamó en concepto de daño psicológico la suma de $30.000. A los fines de evaluar el alegado daño, se practicó pericia psicológica por la perito de oficio, observada por la Provincia de Buenos Aires y por la citada en garantía, cuyas explicaciones obran a fs. 338/339 y 340/ 341 respectivamente. Consideró el Juez de grado que dichas observaciones no logran invalidar las conclusiones de la pericia y les otorgó plena eficacia probatoria de acuerdo al art. 384 CPCC. 

Expuso que la experta determinó que la actora sufre un trastorno de ansiedad depresivo severo causado por el accidente de autos y un daño psíquico aproximado del 25%, según baremo para daño neurológico y psíquico de Castex & Silva. Asimismo, que la Perito no expuso que la incapacidad psicológica causada por el accidente sea definitiva, más aún indicó tratamiento específico para presumir su mejoría (3 años). Manifestó –citando jurisprudencia de este Tribunal, causa “Bogado”, del 3/4/08- que si el porcentaje de incapacidad fijado se asienta en la existencia de secuelas en parte definitivas y en parte superables a través de una terapia adecuada, corresponde indemnizar las secuelas permanentes como incapacidad y las recuperables como gastos de tratamiento futuro. 

Así, decidió indemnizar sólo el costo del tratamiento. Explicó que no habiéndose indicado el costo de cada sesión debía estimar prudencialmente el costo del tratamiento conforme art. 165 CPCC, reduciendo la suma pretendida en $3.000.

9) Que la accionante reclamó por el rubro daño estético la suma de pesos $30.000. Para evaluar su procedencia, el a-quo se remitió a la pericia médica traumatológica. Explicó que cuando se pidió al perito que se expida sobre el daño estético que padece la actora éste afirmó que la actora presenta daño funcional que mejoraría con una cirugía. Entendió que la falta de configuración del daño estético peticionado por la demandante, conforme la referencia realizada por el experto, deriva en el rechazo del acápite en tratamiento.

10) Que la actora reclamó por los gastos médicos y farmacéuticos la suma de $8.450 de acuerdo a los certificados médicos y recetas de fármacos que se especifican en la historia clínica, como así también por aquellos de los que existen comprobantes. El Juez de grado entendió que, sin perjuicio de ello, el Sr. Perito traumatólogo dijo que no podía expedirse sobre los costos aproximados de analgésicos, medicamentos, placas radiográficas etc.  -que justamente son aquellos gastos cuya cobertura se reclama por este ítem- porque no hay documentación al respecto. 

Explicó que si bien es cierto que jurisprudencialmente se admite la cobertura de los gastos médicos y farmacéuticos que no cuentan con prueba documental corroborante, cuando se hubo acreditado un menoscabo físico que deriva del hecho dañoso, dicho relevo probatorio sólo está admitido para aquellos gastos menores y de carácter urgente, pero no así para las erogaciones de importancia, como sin duda son los montos reclamados por la actora por este concepto. Razonó que actúa de modo displicente quien reclama la suma de $8.450 sin acompañar documentación que acredite haber efectuado desembolsos de tamaña entidad. Máxime, cuando es de práctica la extensión de los recibos, tickets o facturas al consumidor en cumplimiento de las normas impositivas vigentes. Es así que no podía dar amparo a dicha conducta, por lo que aplicando la prudencia extrema que impone la fijación de este rubro bajo las circunstancias apuntadas, la redujo a la suma de $500 conforme arts. 165, 384 y 474 CPCC. 

11) Que con respecto a los gastos de traslado manifestó la actora que debió concurrir asiduamente al hospital para sus curaciones y revisación médica, en ocasiones en colectivo y otras en remis, durante dos meses y aún hasta la interposición de la demanda, por lo que reclamó la suma de pesos $2.300. Señaló el Juez de grado para el rubro la misma objeción que había remarcado para el precedente. Dijo que si bien es dable presumir la existencia de los mentados gastos de traslado en casos como el presente, es posible prescindir del correspondiente respaldo probatorio únicamente si resultan pequeños y razonables. Es así que ante la ausencia de la prueba de rigor entendió abultada la suma reclamada, por lo que la redujo en $ 200 conforme arts. 165, 384 y 474 CPCC. 

12) Que la actora fundamentó el lucro cesante en la circunstancia de que no pudo volver a trabajar y realizar las labores que efectuaba fuera del horario de trabajo que prestaba en el hospital, y en que su convalecencia aún persiste, reclamando la suma de $40.000. Explicó el Juez de la instancia de grado que para que resulte procedente la indemnización pretendida es menester probar la existencia del daño cuya reparación se reclama, pues el mismo no se presume. Asimismo, que ese perjuicio consiste primordialmente en la ganancia frustrada a causa del accidente y para que sea reparable debe ser cierto, no eventual ni hipotético y demostrarse su realidad. A su vez, que la reclamante no ha probado en forma alguna ejercer efectivamente una actividad lucrativa que le reportara ganancias económicas que el accidente le hubiera impedido percibir ni el monto de las mismas, por lo tanto, recayendo sobre quien alega el lucro no percibido la acreditación de su existencia, la indemnización por tal rubro debía ser desestimada conforme art. 375 CPCC. 

13) Que, con respecto a la pérdida de chance, el rubro no podía recibir favorable acogida en la forma que fue planteado. Dijo que la chance perdida reside en la posibilidad de poder seguir trabajando de lo que lo hacía hasta antes del accidente y que la actora no probó actuación laboral alguna, más allá de la actividad llevada a cabo como contraprestación del programa Jefes de Hogar. Reflexionó que tal circunstancia enerva la reclamación autónoma por este ítem, ya que el mismo quedó subsumido en el rubro de la incapacidad sobreviviente permanente. Consideró que debía rechazarse el rubro bajo análisis (art. 375 CPCC). 

14) Que la actora solicitó por daño moral la suma de $45.000. Explicó el a quo que resulta obvia la legitimidad del reclamo ante hechos como el presente y manifiesta su procedencia a la luz de lo contemplado en los arts. 522 y 1078 CC, quedando librado al prudente arbitrio judicial la determinación de su cuantía. Previa cita de jurisprudencia, entendió que -teniendo en consideración la entidad de los padecimientos sufridos, sus secuelas, su edad, tarea que realizaba, condición social- la suma pretendida para esa partida resultaba elevada, por lo que la redujo a la suma de $8.000. 

15) Que especial tratamiento correspondía dar a la petición de la demandada Provincia de Buenos Aires y de la citada en garantía, quienes sostuvieron al contestar la demanda que al momento de resolver el pleito se considere la posible configuración de pluspetitio inexcusable. Destacó el a-quo que hay pluspetición cuando la pretensión excede los límites del derecho reconocido en la sentencia, no configurándose por la sola desproporción entre lo reclamado y las condenaciones de la sentencia. Transcribió el art. 72, último párrafo del CPCC, y resaltó que los montos de la demanda fueron sujetos a lo que en más o en menos determinara el suscripto, conforme resulte de las probanzas a aportarse a estos autos, rechazando el planteo. 

16) Que la actora peticionó la actualización monetaria, intereses, costos y costas de las sumas que reclamara. Señaló el Juez de grado que no corresponde aplicar ningún mecanismo de actualización monetaria, pues ello se encuentra prohibido por las Leyes N° 23.928 y su modificatoria N° 25.561.

17) Que respecto de los intereses, en materia de daños, la obligación del responsable de reparar los perjuicios infringidos nace a partir del momento en que tuvo lugar el obrar antijurídico. Siendo que los intereses tienen por finalidad compensar al acreedor la indisponibilidad del uso de su capital; si éste es debido desde el momento que se produjo el daño, no existe razón para apartarse de ese criterio. Entendió el a-quo que correspondía hacer lugar a los mismos a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires por depósitos a treinta (30) días, desde la fecha en que el hecho tuvo lugar hasta el efectivo pago (art. 622 CC, arts. 7 y 10 Ley N° 23.928 modif. por Ley N° 25.561) y respecto del rubro daño psicológico desde la fecha del presente decisorio hasta el efectivo pago.

18) Que la citada en garantía introdujo un planteo de inconstitucionalidad respecto del art. 292 inciso a) del Código Fiscal. Mencionó jurisprudencia de este tribunal (“Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/ Gutiérrez, Zulema Aurora s/ apremio”, del 18/7/08) y expuso no advertir de qué modo causa agravio constitucional la norma cuestionada. 

Dijo que la actora se encontraba exenta del pago de la tasa de justicia en razón del beneficio de litigar sin gastos oportunamente concedido y que, en virtud del principio “iura novit curia”, era aplicable la última parte de la norma en cuanto contempla que si el actor está exento, la tasa se liquidará sobre el monto de la sentencia definitiva, transacción o conciliación. En definitiva, entendió que no existe la afectación al derecho de propiedad invocada, por lo que el planteo debía ser desestimado.

19) Que las costas debían ser impuestas en el orden causado (art. 51 inc. 1° CPCA), toda vez que no surge de autos que se hubieran presentado las excepciones contempladas en el inciso 2° apartado b) del citado artículo. 

II.- Contra dicho pronunciamiento la parte actora interpuso recurso de apelación (fs. 423/440 vta.). 

En lo sustancial, se agravió por lo siguiente: 

a) Por cuanto – en referencia a la mala praxis – el a-quo sostuvo lo dicho por el perito médico en su informe pericial. Explicó la apelante que ese no resulta ser el único elemento de juicio que se arrimara a autos y, por lo tanto, tampoco resulta determinante. Luego de citar y explicar cuales son esos elementos, expuso que no duda respecto a que la praxis médica es una obligación de medios y no de resultados, pero que el hecho de no haber descubierto una lesión tan clara como una fractura, por espacio de “apenas 11 días”, encaja perfectamente en el supuesto, máxime cuando se necesitaba nada más que saber interpretar una radiografía que ya se le había sacado y que el médico tuvo a la vista. Seguidamente citó jurisprudencia en abono de su postura y solicitó se revoque el decisorio de grado, haciéndose lugar a la indemnización pedida, o lo que en más o en menos se considere conforme a las probanzas de autos. 

b) Por cuanto, en relación al lucro cesante, se encuentra demostrado en el beneficio de litigar sin gastos, por las declaraciones testimoniales de los señores Germán Horacio Charquía y Armando José Rojas, que la actora realizaba trabajos de costurera. Aclaró la parte recurrente que del informe de la perito psicóloga se desprende que trabajaba haciendo arreglos de ropa y que no pudo continuar por la lesión en su mano. Además, que es cierto que no se pudo demostrar un ingreso permanente y periódico al respecto, pero que el elemento certeza necesario para demostrar las actividades que realizaba se encuentra plenamente demostrado. Luego de citar jurisprudencia, solicitó se revoque el decisorio de grado respecto a ese rubro y se haga lugar al mismo. 

c) Por cuanto, en relación a la pérdida de chance, el a-quo no tuvo en cuenta el incidente de Beneficio de litigar sin gastos que debía correr por cuerda, como tampoco el informe pericial psicológico de fs. 315/322 y el pedido de aclaraciones de fs. 338/339 y 340/341. 

d) Por cuanto, en referencia al daño estético, el hecho de decir que la actora padece un daño funcional que mejoraría con una cirugía está dando clara cuenta de que – funcionalmente – el dedo no se observa como debería verse. Transcribió lo expuesto por el perito en el punto VIII de su informe pericial y aclaró que no existe duda alguna respecto a la existencia del daño estético que el perito denomina funcional, como así también que la misma debe ser resuelta con dinero. Luego de transcribir, en lo pertinente, jurisprudencia en abono a su postura, solicitó se revoque por contrario imperio la sentencia de grado en tanto rechazó el rubro en estudio. 

e) Por cuanto la evaluación de la suma de dinero que le corresponde por la incapacidad permanente no se ajusta a ningún parámetro lógico. Explicó que la Ley N ° 24.557, denominada de Riesgos del Trabajo, en sus arts. 10° a 14°, fija un coeficiente de indemnización que se calcula desde esa fecha, o sea el año 2.000, aproximadamente a razón de pesos mil cien ($ 1.100) por cada punto de invalidez que registre el interesado. Citó jurisprudencia y peticionó se revoque la suma de dinero otorgada. 

f) Por cuanto entendió desproporcionada la cuantía acordada como indemnización del daño psicológico en la suma de pesos tres mil ($3.000). Relató que el tema en cuestión parecería ser el precio de una sesión de terapia, extremo que no resulta necesario preguntar a la señora perito, por cuanto es de público y notorio que cada sesión oscila entre los pesos setenta ($70) y pesos cien ($100) cada una y, en momentos de producción del accidente, entre pesos cuarenta ($ 40) y pesos ochenta ($ 80), dependiendo en ambos casos del profesional que la desarrolle. Asimismo, que cada año tiene cincuenta y dos (52) semanas, y que el término mínimo de tres (3) años conlleva a la cantidad de ciento cincuenta y seis (156) sesiones que, divididas por la suma de pesos tres mil ($ 3.000) acordada en primera instancia, da como resultado un total de pesos diecinueve con veintitrés centavos ($19,23). Terminó con que la suma fijada resulta exigua y citó jurisprudencia en apoyo de se posición. 

Además, cuestionó que los intereses de la suma corran a partir de la sentencia, afirmando que la jurisprudencia es pacífica en evaluar el tópico al momento del evento dañoso. 

g) Por cuanto, en relación a los gastos de traslado, requerir comprobantes de gastos por este rubro es exigir mucho más de lo que resulta pertinente. Explicó que cuando alguien gasta en traslados, toma remises, taxis u otros medios de transporte – a excepción de los colectivos – nunca recibe facturas por sus servicios. 

 h) Por cuanto, en relación a los gastos médicos, no resulta cierto que sea moneda corriente la extensión de recibos en los comercios de farmacia. Explicó que nadie –habitualmente aquejado de una enfermedad importante o accidente- guarda los comprobantes de sus gastos, porque en ese momento nadie está pensando en hacer un juicio, y el común denominador de las personas no sabe que esa suma de dinero es reintegrable. Luego de citar jurisprudencia consideró exigua la suma de dinero acordada y peticionó se la cuantifique de acuerdo a los extremos probados en autos. 

i) Por considerar que la suma fijada en concepto de daño moral resulta exigua. 

j) Por cuanto el a-quo impuso las costas en el orden causado. Entendió la recurrente que debían imponerse a la demandada en su calidad de vencida. 

k) Por cuanto, en relación a los intereses,  se fijó la tasa pasiva en lugar de la tasa activa. 

III.- El señor Juez a-quo corrió traslado a la contraparte del recurso de apelación interpuesto, mediante la providencia de fs. 441. 

IV.- A fs. 448/449 vta. apeló el apoderado de la Municipalidad de José C. Paz. 

En primer lugar se agravió por entender que el Juez de grado erró en la interpretación de la normativa regulatoria de los planes de Jefes de Hogar y de los hechos. Entendió que el sentenciante endilga a su parte una responsabilidad inexistente. Asimismo, que su representada no tiene jurisdicción sobre el Hospital de Agudos Domingo Mercante, resultando imposible asegurar las condiciones de seguridad en el ámbito interno del nosocomio. 

En segundo lugar, por cuanto no se tuvo en cuenta en la sentencia que la propia actora en su escrito de demanda eximió a su parte de cualquier responsabilidad en el hecho dañoso. 

V.- El Juez de grado corrió traslado del recurso a través de la providencia de fs. 450. 

VI.- A fs. 451/453 apeló el apoderado de la citada en garantía, Provincia Seguros S.A. 

En lo sustancial, se agravió por cuanto la sentencia recurrida extendió a su parte la responsabilidad, en la medida del contrato de seguro. 

Explicó que entre el beneficiario y el Estado existe una relación laboral, aún cuando no sea consecuencia de un contrato de trabajo y se le dé el nombre de beneficio. Citó la normativa aplicable y expuso que la relación entre la señora S.  y la Provincia de Buenos Aires es una relación laboral y, por ello, el accidente sufrido es un accidente de trabajo, el que no se encuentra cubierto por el contrato de seguro.

VII.- A fs. 454 el Juez de grado corrió traslado del recurso. 

VIII.- A fs. 458/460 apeló el apoderado de la Fiscalía de Estado. 

Se agravió porque la sentencia condenó a su parte equiparando su posición con la del Municipio. 

En lo sustancial, explicó que el Plan Jefes y Jefas de hogar reviste carácter Nacional y que ha sido creado por el Decreto del PEN N° 565 del año 2002. Sin embargo, que en el caso concreto, la implementación directa y la correspondiente asignación de tareas estuvo a exclusivo cargo del Municipio de José C. Paz, no resultando la Provincia pasible de responsabilidad. 

Asimismo, que la Provincia de Buenos Aires solo fue traída a juicio por una supuesta deficiente atención médica y no como ejecutora del Plan Social. En virtud de ello, entendió que la sentencia resulta incongruente y debe ser revertida. Afirmó que el Juez resolvió ultra petitum. 

IX.- El Juez de grado, a fs. 461, corrió traslado del recurso. 

X.- A fs. 463/466 vta. contestó los agravios esgrimidos el apoderado de la Municipalidad de José C. Paz. 

En primer lugar señaló que los agravios no constituyen una crítica concreta y razonada de la sentencia de grado, en los términos del art. 56 inciso 3° del CPCA. Asimismo, que la demandante no acreditó fehacientemente los perjuicios reclamados. 

En segundo lugar, contestó los agravios esgrimidos. En lo sustancial, defendió la sentencia de grado y solicitó se rechacen los agravios pretendidos. 

XI.- A fs. 467/472 vta. contestó los agravios esgrimidos el apoderado de la Fiscalía de Estado. Asimismo, a fs. 473/745, lo hizo el apoderado de la citada en garantía. 

Al igual que en el responde anterior,  defendieron la sentencia de primera instancia y peticionaron se rechacen los agravios esgrimidos. 

XII.- A fs. 476/476 vta. la actora contestó los agravios de la Municipalidad de José C. Paz. 

Luego de repasar lo expuesto – en sustancia – por el Municipio, explicó que no existe duda de que la unidad ejecutora de la que dependía la señora S.  era precisamente la Municipalidad de José C. Paz. Asimismo, que fue precisamente el Municipio quien la destinó al Hospital Mercante. 

Entendió que resulta un axioma falso el de que carece de jurisdicción sobre ese nosocomio por cuanto – por más que ese Hospital dependa de la Provincia de Buenos Aires – la Municipalidad no puede eludir la responsabilidad que le compete en relación al necesario control que debería haber efectuado en el ente. 

Dijo que la Municipalidad fue demandada por formar un litisconsorcio pasivo con el organismo. Ratificó la responsabilidad del Municipio y solicitó se rechace el recurso con costas. 

XIII.- A fs. 484/484 vta. la actora contestó los agravios esgrimidos por la Fiscalía de la Provincia de Buenos Aires. 

Contestó que en el acápite III “Hechos”, claramente endilgó responsabilidad al Hospital. Asimismo, que olvida el apelante que el art. 1113 del Código Civil lo hace responsable por el hecho del dependiente y que el art. 1112 le asigna la misma responsabilidad por el hecho dañoso del funcionario. 

Por último, expuso que el hecho de autos ocurrió en un lugar físico sometido a su jurisdicción. Solicitó se rechace el recurso de apelación, con costas. 

XIV.- A fs. 485/486 contestó los agravios expresados por Provincia Seguros S.A. 

Luego de reseñar lo dicho por la recurrente, escribió que lo cierto es que, a la luz del Decreto N° 565/2002, el Programa de Jefes y Jefas de Hogar nació como una pensión graciable para personas que se encontraban en ciertas condiciones de precariedad, que no tuvieran empleo efectivo y que se encontraran casi en condiciones de indigencia. 

Para que esa pensión no se convirtiera en una excusa para no trabajar, se pidió que se incluyera en la norma una contraprestación mínima de tipo laboral. Señaló que se trata de un contrato atípico pero no una relación laboral dependiente. Además, que el apelante confunde relación de trabajo con relación laboral. 

XV.- A fs. 494/495 contestó agravios vertidos por la Provincia de Buenos Aires el apoderado de la Municipalidad de José C. Paz. 

En primer lugar señaló que los mismos no constituyen una crítica concreta y razonada de la sentencia de grado, en los términos del CPCA, por lo que corresponde declararlos desiertos. 

Seguidamente defendió la sentencia de grado y solicitó se rechacen los agravios formulados. 

XVI.- A fs. 496/497 el apoderado de la Municipalidad de José C. Paz contestó los agravios esgrimidos por Provincia Seguros SA. 

Explicó que cabe el rechazo de los agravios, dada la correcta interpretación del señor Juez a-quo en cuanto a la inexistencia de relación laboral. 

Indicó que como lo manifiesta el señor Juez de Primera Instancia, la Provincia de Buenos Aires contrató con Provincia Seguros SA, a través de la Póliza N ° 58.814, un seguro de responsabilidad civil para los beneficiarios de los municipios que la integran, resultando tomador del mismo el Ministerio de Desarrollo Humano. 

Previa mención de lo expuesto por la Asesoría General de Gobierno y por la Suprema Corte de Justicia Provincial, indicó que – tratándose de un beneficio de carácter social – resulta evidente la inexistencia de relación laboral. 

XVII.- A fs. 498/500 contestó los agravios formulados por la citada en garantía el apoderado de la Fiscalía de Estado. 

Transcribiendo el art. 14 del Decreto N° 565/2002 y el art. 1 de la Resolución N ° 421/02, explicó que los mismos expresan las características de la actividad del beneficiario, quien debía participar de actividades comunitarias o capacitaciones. Entendió que considerar que entre la actora y el Estado Provincial existía una relación de trabajo por su carácter oneroso ($ 150) y por una supuesta subordinación hacia su oferente, implica desconocer la normativa misma del derecho laboral. 

Asimismo, que de tratarse de una relación de trabajo, no estaría regida por la Ley N ° 20744 y sus modificatorias, sino por el estatuto del Empleado Público. 

Solicitó se rechace la expresión de agravios y se confirme la extensión de la condena con los límites y alcances de la póliza reconocida en autos.

XVIII.- Previo pedido de la parte actora (fs. 508) el Juez de grado elevó las actuaciones a este Tribunal (fs. 509). 

XIX.- Recibidas según constancia de fs. 509 vta., pasaron los autos para resolver (fs. 510). 

XX.- Efectuado el pertinente examen de admisibilidad (fs. 511/513) pasaron los autos para sentencia. 

El Tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver: 

¿Se ajusta a derecho la sentencia apelada? 

V O T A C I O N 
A la cuestión planteada la señora Jueza Ana María Bezzi dijo: 

1) Ha llegado firme a esta instancia que C.  P.  S.  sufrió el día 6/7/04 un accidente en el Hospital Provincial Zonal Gobernador Domingo Mercante, que le produjo lesiones en dos dedos de su mano derecha. Ello, en momentos en que realizaba las contraprestaciones debidas por el programa Jefes de hogar del cual era beneficiaria (cfm. sentencia de fs. 404/419vta. no apelada en tal aspecto).

Aclarado ello, reseñaré los cuestionamientos –sustanciales- esgrimidos por las partes contra la sentencia apelada (art. 266 del CPCC y 77 del CCA).

En tal tarea, señalo que los agravios de la actora radican en la desestimación de la mala praxis médica invocada, en el rechazo de ciertos rubros indemnizatorios –daño estético, lucro cesante y perdida de chance-, en el monto que cuestionó por bajo de los rubros reconocidos –incapacidad sobreviniente, daño psicológico, gastos médicos, gastos de traslado y daño moral-, en la distribución de las costas y en la tasa de interés fijada. 

Por su parte, tanto la Municipalidad de José C. Paz como la Provincia de Buenos Aires se agraviaron por la responsabilidad endilgada. La Municipalidad, en tanto expuso que no posee jurisdicción en el Hospital Provincial cuestionó el rechazo de la excepción de falta de legitimación pasiva que interpuso; la Provincia, en tanto entiende que no le cabe responsabilidad en el caso pues la asignación de tareas en el marco del programa jefes de hogar correspondía a la Municipalidad, afirmando –además- que la sentencia es incongruente porque sólo fue demandada por mala praxis médica. 

Por último, Provincia Seguros S.A. aseveró que el accidente se produjo en el marco de una relación laboral y que la misma no es cubierta por el seguro contratado.

Sentada la postura de las partes frente a la sentencia de grado, entiendo pertinente –por cuestiones de método- abordar en primer lugar los recursos de la Municipalidad y la Provincia, para continuar con el recurso de la citada en garantía y finalizar con el recurso interpuesto por la actora. 

2) Sentado ello, reseñaré la normativa aplicable -en lo que aquí importa- para la solución del litigio.

El Decreto Nacional 565/2002, dispuso que todos los jefes de hogar desocupados gozan del Derecho Familiar de Inclusión Social (art 1) y creó el PROGRAMA JEFES DE HOGAR para ser aplicado mientras dure la EMERGENCIA OCUPACIONAL NACIONAL (art. 2); ello, ratificando la emergencia declarada por el Decreto 165/02 (art. 2°). El programa se destinó a jefes/as de hogar con hijos de hasta 18 años, o discapacitados de cualquier edad, y a hogares en los que la jefa de hogar o la cónyuge, concubina o cohabitante del jefe de hogar se hallare en estado de gravidez, todos ellos desocupados y que residan en forma permanente en el país (art. 2). El objetivo del programa es brindar una ayuda económica a los titulares con el fin de garantizar el Derecho Familiar de Inclusión Social, asegurando:  a) la concurrencia escolar de los hijos, así como el control de salud de los mismos, que se encuentren en las condiciones previstas en el artículo 2º; b) la incorporación de los beneficiarios a la educación formal; c) su participación en cursos de capacitación que coadyuven a su futura reinserción laboral; d) su incorporación en proyectos productivos o en servicios comunitarios de impacto ponderable en materia ocupacional (art. 3). Cada titular percibe la suma mensual de $150 (art.4), la que proviene de fondos nacionales (art. 15). Cabe transcribir la parte pertinente del art. 9 en cuanto indicó que “El PROGRAMA tendrá descentralización operativa en cuanto a su ejecución, la que se producirá a través de cada Provincia y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y se aplicará por medio de los municipios. El control en la adjudicación y la efectivización del mismo será ejercido por los Consejos Consultivos de cada localidad, integrados por representantes de los trabajadores, los empresarios, las organizaciones sociales y confesionales y por los niveles de gobierno que correspondan.” (el énfasis es propio).

La Resolución 312/2002 del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación reglamentó el programa (art. 1). Reguló que los postulantes deben inscribirse gratuitamente en la Municipalidad de la Jurisdicción en que residen o en las oficinas autorizadas al efecto (art. 4), la que luego les comunicará la aprobación –informando las actividades que debe efectuar por percibir el beneficio y el lugar y horario donde realizarlas- o rechazo de la solicitud (art. 10). Estableció que los beneficiarios deberán participar en actividades de capacitación, productivas o comunitarias como contraprestación del beneficio percibido (art. 12). Asimismo, que los organismos ejecutores deberán presentar las propuestas de actividades o proyectos de contraprestación ante el CONSEJO CONSULTIVO MUNICIPAL (art. 13). El Titular del Municipio, previo dictamen de los CONSEJOS CONSULTIVOS MUNICIPALES, aprobará o rechazará las propuestas de proyectos de actividades comunitarias o de capacitación (art. 15). Corresponde transcribir el art. 16 en cuanto reguló que “Los organismos ejecutores deberán garantizar la provisión de los insumos necesarios para la realización de las actividades propuestas en los proyectos, distribuir las tareas de los beneficiarios asignados, controlar la asistencia con un registro adecuado para tal finalidad, asegurar las condiciones de higiene y seguridad del lugar en donde se realicen las tareas, y brindar la información requerida durante las visitas de supervisión. En ningún caso podrá requerir de los beneficiarios aportes dinerarios ni compensaciones ni contraprestaciones que no sean las originadas en el espíritu y texto del Decreto N° 565/2002.” (art. 16, texto según Res. 458/02 del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social B.O. 10/7/2002, el subrayado es propio). En cuanto a las responsabilidades inherentes a la ejecución y desarrollo del programa, dispuso que el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social celebrará convenios con cada una de las Jurisdicciones provinciales; ello, creando un Consejo Consultivo Provincial y fijando las responsabilidades a su cargo (art. 26). Sin perjuicio de lo que se establezca en los convenios, aclaró que la provincia será responsables de contratar un seguro de responsabilidad civil que cubra los riesgos de siniestros que pudieran acaecer sobre los beneficiarios en el desarrollo de las tareas o actividades previstas en el Programa (ar. 28 inc. b). Por su parte, el art. 29 fijó que “Los CONSEJOS CONSULTIVOS PROVINCIALES y de la CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES serán los responsables del monitoreo general del Programa en sus respectivas jurisdicciones…”; y el art. 31 que “El CONSEJO CONSULTIVO MUNICIPAL o COMUNAL será el responsable de controlar la instrumentación del PROGRAMA en su jurisdicción…” (el énfasis me pertenece).

Tras la normativa nacional reseñada, el Poder Ejecutivo Provincial dictó el Decreto N° 1349/2002 por el que aprobó la suscripción del Convenio Marco entre el Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación Argentina y la provincia de Buenos Aires para la implementación del Programa Jefes del Hogar (art. 1). Dicho convenio, tuvo por objeto “a) Implementar acciones conjuntas tendientes a dar respuesta a la emergencia ocupacional declarada por decreto 165/2002 y ratificada por decreto 565/2002. b) Coordinar acciones tendientes a facilitar el acceso al derecho familiar de inclusión social a las personas que se encuentren en condición de ser titulares del mismo. c) Instrumentar acciones conjuntas con el fin de potenciar la eficacia del desarrollo del Programa Jefes de Hogar” (cláusula 1° del convenio). La cláusula 4° estableció que “La provincia se compromete, en el marco de su jurisdicción y competencia, a: a) Efectuar el seguimiento, supervisión, coordinación y orientación del programa…k) Crear, dentro de los diez (10) días de suscripto el presente, un Consejo Consultivo Provincial, el cual estará compuesto por representantes de los trabajadores, de los empresarios y de las universidades, de la provincia y por organizaciones sindicales, sociales, confesionales y no gubernamentales con actuación en la jurisdicción de la provincia.” Asimismo, se fijo como competencia de dicho Consejo Consultivo Provincial “Monitorear el desarrollo y ejecución del programa bajo la órbita de su jurisdicción” (cláusula 5° ap. e), y se señaló que los Concejos Locales Económicos Sociales existentes en los distintos municipios de la provincia de Buenos Aires tendrán las facultades otorgadas por el decreto 565/2002 y la resolución del M.T.E. y S.S. 312/2002 a los consejos consultivos municipales o barriales (cláusula 6°). 

Finalmente, la Resolución 289/02 del Ministerio de Desarrollo Humano y Trabajo Provincial, aprobó el Reglamento Operativo para el circuito de los proyectos y las actividades de contraprestación del Programa Jefes y Jefas de Hogar en la Provincia de Buenos Aires. El reglamento en cuestión, dice que “Los organismos ejecutores y/o las entidades auspiciantes definidas en la resolución 312/2002 del M.T.E. y S.S., formularán y presentarán los proyectos para su evaluación y aprobación. Cuando los proyectos se formulen en el nivel local serán presentados para su evaluación ante el Consejo Local Económico Social, en adelante el C.L.E.S., de cada municipio. Con el dictamen emitido por el C.L.E.S. corresponderá a las autoridades del municipio disponer su aprobación y la asignación de los beneficiarios a los proyectos. Cuando el ejecutor/auspiciante sea un organismo público provincial, los proyectos serán presentados para su evaluación ante el Consejo Consultivo Provincial, en adelante C.C.P. Resuelta su viabilidad será informado por el Ministerio de Desarrollo Humano y Trabajo a través de sus direcciones de región al municipio para que previa consideración del C.L.E.S. disponga su inclusión en el Programa Integrado Municipal” (ver Procedimiento General). Asimismo, establece que “La asignación de los beneficiarios y actividades serán realizados por el municipio conforme a las características socio-demográficas y el perfil ocupacional de los mismos. En el caso de que el organismo ejecutor/entidad auspiciante sea otro que el municipio, la misma deberá prestar conformidad a la propuesta de asignación de beneficiarios” (ver “De la asignación de beneficiarios y de actividades a los mismos”).

3) Bajo dichas condiciones encuentro que el agravio de la Municipalidad debe ser atendido en tanto la normativa coloca en cabeza del organismo ejecutor –en el caso el Hospital Zonal Gobernador Domingo Mercante de la Provincia de Bs. As.- la obligación de asegurar las condiciones de seguridad del lugar en donde S.  realizaba las tareas comunitarias (art. 16 Res. 312/02). 

En el caso, el organismo ejecutor no era el Municipio, sino la Provincia. Véase que la jurisdicción provincial afirmada por la actora en su demanda en relación al Hospital en donde prestaba tareas, ha sido receptada por la sentencia de grado, la que no fue cuestionada en tal aspecto. 

Todo ello, mientras surge de la normativa reseñada que el Consejo Local Económico Social Municipal, debía controlar la ejecución del programa en el ámbito de su jurisdicción (art. 31 Res. N. Nº 312/02 del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación y cláusula 6 del Convenio Macro aprobado por el Decreto P. Nº  1349/02), pues dentro de la jurisdicción provincial dicha tarea correspondía al Consejo Consultivo Provincial (cfm. art. 29 Res. N. Nº 312/02 del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación y cláusulas 4 y 5 ap. e del Convenio Macro aprobado por el Decreto P. Nº  1349/02).

 En definitiva, en el caso la participación de la Municipalidad demandada se ciñó a la asignación de la actora al Hospital –con la conformidad de la asignación por parte de la Provincia (cfm. Res. 312/02 del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación, y Res. 289/02 del Ministerio de Desarrollo Humano y Trabajo Provincial)-, pues la viabilidad del proyecto –para asignar beneficiarios del Programa Jefes de Hogar al Hospital en cuestión- correspondió al Consejo Consultivo Provincial (cfm. Res. 289/02 del Ministerio de Desarrollo Humano y Trabajo Provincial), y era el Hospital provincial quien debía asegurar las condiciones de seguridad del lugar (cfm. art. 16 Res. N. Nº 312/02 del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación).

Concluyendo, no desprendiéndose de las circunstancias fácticas del caso omisión alguna por parte de la Municipalidad de José C. Paz, en tanto resultaba ser la provincia de Buenos Aires la obligada a asegurar las condiciones de seguridad del Hospital, cabe revocar la sentencia apelada en cuanto rechazó la excepción de falta de legitimación pasiva opuesta por la Municipalidad. En consecuencia, se rechaza la demanda interpuesta en su contra. 

4) Distinta es la suerte de la Provincia demandada, pues ha quedado debidamente acreditado que la actora sufrió el accidente de autos en momentos en que -como contraprestación del beneficio que recibía- realizaba tareas comunitarias en el Hospital Provincial Zonal Gobernador Domingo Mercante.

Todo, sin que resulte atendible el argumento esbozado en la apelación referente a la afectación del principio de congruencia. 

Para llegar a tal conclusión, en primer lugar, recordaré que “El principio de congruencia, establecido por el art. 163 inc. 6° y reiterado por el art. 272 del C.P.C.C, significa que, como regla general, debe existir correspondencia perfecta entre la acción promovida y la sentencia que se dicta, lo que se desarrolla en una doble dirección: el juez debe pronunciarse sobre todo lo que se pide, o sea sobre todas las demandas sometidas a su examen y sólo sobre éstas y debe dictar el fallo basándose en todos los elementos de hecho aportados en apoyo de las pretensiones hechas valer por las partes en sus presentaciones y sólo basándose en tales elementos.” (SCBA, Ac 33929 S 30-11-1984, “Barreneche”, Ac 45236 S 19-3-1991, “Zardi”, Ac 46964 S 22-12-1992, “Distribuidora El Faro S.A.”, Ac 46613 S 10-8-1993, “Figueroa”, Ac 53747 S 10-5-1994, “Espinosa” Ac 58157 S 4-11-1997, “M., A. N.”, Ac 66897 S 16-2-2000, “Bellinza”, Ac 77229 S 11-7-2001, “Carla”, AC 79157 S 19-2-2002, “Marro”, AC 76885 S 9-10-2003, “Vega Pérez”, Ac 79998 S 24-3-2004, Ac 84098 S 13-4-2005, “Pérez”, Ac 87222 S 22-3-2006, “Bramajo”, Ac 93036 S 14-2-2007, “Club Atlético y Deportivo Junior”, C 89622 S 15-10-2008, “Vilches”, C 100716 S 10-6-2009, “Pared”, C 94791 S 18-11-2009, “Caja de Ingenieros”, C 102544 S 9-6-2010, “Complejo Edilicio Habitacional U.T.A. III Mar del Plata-Soc. Civil sin fines de lucro”).

Sentado ello, cabe indicar que en el caso la responsabilidad de la provincia de Buenos Aires en virtud del accidente sufrido en el marco del programa jefes de hogar fue planteada por la actora (fs. 32/39vta.) y negada por la demanda (fs. 60/73vta), configurando una petición sobre la que el a quo debía expedirse.

Véase que la actora afirmó en su demanda que el accidente se produjo en momentos en que se encontraba prestando tareas en relación al programa jefes de hogar, en un Hospital Provincial al que acusó de negligente por no haber asegurado la ventana que produjo el hecho (fs. 33). Ello, sin efectuar la distinción afirmada por la provincia en su apelación, pues no se desprende del escrito inicial que la acción en su contra haya sido dirigida exclusivamente por la invocada mala praxis médica (fs. 32/39vta.). 

Por su parte, la provincia en la contestación de demanda no se refirió únicamente a la mala praxis médica acusada, sino que dedicó parte de la misma a defenderse en lo que al programa de jefes de hogar respecta. En dicho aspecto, expresamente desconoció que la actora haya sido beneficiaria del programa al momento del hecho y que se haya encontrado prestando tareas comunitarias como contraprestación en el hospital el supuesto día del hecho (fs. 62vta/63); todo ello, en tanto surgía de la información de la Subsecretaría de Políticas Socioeconómicas, Ministerio de Desarrollo Humano que a la fecha denunciada del siniestro la actora había dejado de ser beneficiaria del programa (fs. 62vta.). Además, ofreció prueba específica (ver prueba a fs. 71/72, en particular aquella informativa propuesta al Ministerio de Desarrollo Humano y al Hospital de Agudos Gobernador Domingo Mercante, fs. 71vta).

Los extremos afirmados por la actora y desconocidos por la provincia fueron debidamente acreditados, por lo que cabe confirmar la sentencia en cuanto hizo lugar a la demanda en contra de la Provincia, sin que el principio de congruencia se advierta vulnerado.

5) La citada en garantía se agravió de la sentencia considerando que a la señora S.  y a la Provincia de Buenos Aires las unía una relación laboral. En base a ello esbozó que el accidente sufrido era de trabajo por lo que no se encontraba cubierto por la póliza contratada.

El cuestionamiento se desestima, ya que surge de la póliza de seguro nº 58814 que el Ministerio de Desarrollo Provincial contrató un seguro por accidentes personales (nominados e innominados, fs. 102/113), y el accidente de la actora no se produjo bajo la existencia de un vínculo laboral con la provincia, sino en el marco de una actividad de fomento por parte de un programa nacional. El beneficio que la actora obtenía por sus tareas comunitarias (arts. 5 y 6 Dec. 565/02) debe entenderse como un subsidio.

La SCJBA sobre el tópico tuvo oportunidad de expresar que “El Programa "Jefes de Hogar" establecido por el decreto nacional nro. 565/2002 tiene por objeto "brindar una ayuda económica a sus titulares indicados en el art. 2º, con el fin de garantizar el Derecho Familiar a la Inclusión Social", tendiente a asegurar: a) la concurrencia escolar de los hijos, así como el control de la salud de los mismos; b) la incorporación de los beneficiarios a la educación formal; c) su participación en cursos de capacitación que coadyuven a su reinserción laboral; d) su incorporación en proyectos productivos o en servicios comunitarios de impacto ponderable en materia ocupacional -art. 3-. El decreto mencionado denomina "beneficio" a la retribución concedida -arts. 5 y 6-, debiendo entenderse como un subsidio otorgado en el marco de una actividad de fomento por parte de un programa implementado por la administración nacional y descentralizado operativamente en cuanto a su ejecución a través de cada Provincia y por medio de los municipios -art. 9-.” (SCBA, B 68051, I 13-10-2004, Wakula, Alejandro L. c/ Municipalidad de La Costa y otro s/ Accidente de trabajo. Conflicto de competencia art. 7 inc. 1°, ley 12.008, el subrayado es propio). En el citado caso, en el que la SCBA debía resolver un conflicto de competencia, se concluyo que era  un caso aprehendido por la cláusula general que define la materia contencioso administrativa, señalando que “… el hecho dañoso se produjo en el marco de una relación establecida entre el beneficiario y la comuna en el ejercicio de la función administrativa (arts. 166, 5to. párr. Constitución de la Provincia; 1º, ley 12.008 –texto según ley 13.101-; 2, 3 y 9 del decreto nacional nro. 565/2002; 25, 27 y conc. del decreto ley 6769/58).” (SCBA, B 68051 recién mencionado).

En similar sentido, se ha dicho que “…los daños invocados no se habrían producido durante la existencia del vínculo laboral entre las partes, circunstanca ésta que no hace aplicable el art. 20 de la ley 18435 precedentemente citado ni las previsiones de la ley 24557 de accidentes de trabajo, en tanto no existe un vínculo relativo a un contrato de trabajo, sino a un plan asistencial diseñado en el marco de la emergencia ocupacional declarada por el Decreto Nacional 165/2002, para paliar la situación de desprotección de los hogares, por la carencia de recursos económicos de quienes por hallarse desocupados no pueden obtener el sustento para sus familias (Decreto  Nacional 565/2002). Es que, sí ha de apreciarse que el objeto del mentado programa es brindar una ayuda económica mientras se propende a la inclusión laboral de los beneficiarios a través de sistemas de capacitación y formación profesional (arts. 3 y 20 del Decreto 565/2002), no puede sino concluirse en el sentido antes apuntado, más allá de las contraprestaciones a las que se hallan obligados aquellos, que no puede considerarse estrictamente incluidas en el marco de un contrato laboral” (Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, Sala E, Toloza T. c/ Municipalidad de Lanús y otros, del 2/5/06).

En definitiva, en atención a la póliza de seguros nº 58814 y a su cláusula 2º (que señala el riesgo cubierto y define el alcance de “accidente”, fs. 107), corresponde desestimar el agravio de la citada en garantía que esgrime que el accidente se produjo en el marco de un vínculo laboral.

6) En cuanto a la parte actora, la misma se agravió –en primer término- por cuanto el a quo rechazó la mala praxis invocada por su parte. 

El agravio no puede prosperar, pues la pericia claramente señaló la falta de relación de causalidad entre la atención médica recibida y el daño producido. En efecto, el Perito Médico Traumatológico designado en autos –Dr. Daniel Salvucci- informó que “los tratamientos para cualquier fractura son el quirúrgico y el no quirúrgico, se utiliza uno u otro poniendo en la balanza los pro y contra de cada uno, teniendo en cuenta el paciente, edad, actividad, miembro afectado, el tipo de lesión, etc, casualmente en el caso que nos ocupa, en la lesión del 4º dedo se realizó tratamiento cruento y en el 5º dedo tratamiento incruento y los dos tuvieron mal resultado… en este caso en que las lesiones son articulares hay mayor incertidumbre sobre el resultado final, pero siendo conminutas el pronóstico generalmente es malo” (fs. 353). 

Explicó que la actora tras el accidente fue “conducida a la guardia de dicho nosocomio, donde la tratan por su fractura expuesta del meñique, como consta en historia clínica omitiendo la fractura del anular. En su primer consulta en forma ambulatoria para la evaluación por consultorios externos por la fractura del meñique, visualizan la fractura del anular, la cual estaba todavía en una posición que no necesitaba otro tratamiento” (fs. 355, el énfasis es propio). 

Concluyó en que “el tratamiento por guardia fue el correspondiente aunque se haya omitido la fractura del anular que luego fue observada por el Dr. Patiño y estaba en condiciones de seguir el tratamiento incruento, hasta que en su segunda consulta la fractura se desplazó y necesitó tratamiento quirúrgico. Las fracturas evolucionaron mal, a mi entender no por el tratamiento sino por el tipo de lesión, las cuales fueron a nivel articular y conminutas (muchos fragmentos)…” (fs. 355, el énfasis es propio).

Ante el breve cuestionamiento de la pericia realizado por la actora (ver fs. 360), el perito indicó que “…el hecho de haber advertido la fractura del anular once días después, el 17 de julio de 2004, no modificó la evolución de la misma pues en dicha consulta el desplazamiento era tolerable y recién el 7 de agosto de 2004 se observa que debe ser operada” (fs. 367).

En cuanto al dictamen pericial médico –sustancialmente basado en la historia clínica y el examen realizado a la actora-, dada la naturaleza de la cuestión, resulta ser el medio probatorio fundamental para formar convicción, pues asesora al judicante en temas que escapan a su formación profesional y a la del medio de la gente (cfm. arts. 902 y 512 del Código Civil, y doctrina causas CC0102 MP 125501 RSD-568-3 S 28-8-2003 , Gimenez, Juan Manuel c/ Hospital Interzonal General de Agudos s/ Daños y perjuicios; CC0001 QL 7284 RSD-108-4 S 14-10-2004 , Juarez, Carlos Alberto c/ Hospital Municipal de Agudos Mi Pueblo s/ Daños y perjuicios, CC0001 LZ 52340 RSD-71-2 S 21-3-2002 , Vico, Hilario Ramon y otros c/ Municipalidad de Esteban Echeverría y otro s/ Daños y perjuicios, CC0102 MP 111888 RSD-196-1 S 12-6-2001 , Oyanguren Héctor Marcelo c/ Clínica de Fractura y Ortopedia s/ Daños y perjuicios, CC0102 LP 213583 RSD-131-93 S 28-9-1993 , Lima, Héctor Antonio y ot. c/ I.P.E.M. s/ Daños y perjuicios, CC0102 LP 213584 RSD-131-93 S 28-9-1993 , Lima, Héctor Antonio y ot. c/ Von Wernich, Roberto s/ Daños y perjuicios. Beneficio, y este tribunal in re causa nº 1802/09, "Gigena Y S c/ Municipalidad de San Isidro s/ Pret. Indemnizatoria”, del 27/4/10).

Bajo dichos parámetros, siendo que fue el tipo de fractura (a nivel articular y en muchos fragmentos) –y no el tratamiento recibido- el que produjo la mala evolución de la lesión (fs. 355), debe confirmarse la sentencia apelada en cuanto desestimó la demanda por mala praxis médica, pues no se configura una relación de causalidad entre el obrar médico y el daño.

En este orden de ideas, se ha resuelto que “La responsabilidad profesional es aquélla en la que se incurre al faltar a los deberes especiales que la actividad impone y, por lo tanto, para su configuración juegan los elementos comunes a la responsabilidad civil en general (conf. C. 102.615, sent. del 11II2009). Entre esos elementos comunes debe contarse el de la causalidad adecuada.” (SCBA, C 104335 S 11-11-2009, “Martinez, Stella Maris c/ Funes, Maximiliano y otros s/ Daños y perjuicios”). Y que “Sea cual fuere el sistema de responsabilidad que corresponda aplicar a los hechos, es carga específica de quien reclama la reparación de un daño la de demostrar la relación de causalidad mencionada.” (SCBA, C 98084 S 2-12-2009, “Soria, Horacio Omar c/ Onetti, Ariel Alejandro y otro s/ Daños y perjuicios”). Todo ello así, se desestima el agravio.

7) Corresponde ahora continuar con los agravios planteados en relación a los rubros indemnizatorios expuestos en la sentencia de grado. Para ello, debo destacar que las co-demandadas y la citada en garantía no se agraviaron en relación a las sumas establecidas por el a quo. Las únicas críticas esgrimidas sobre la cuestión fueron expuestas por la parte actora, quien requiere el reconocimiento de los rubros desestimados y la elevación de los montos de aquellos reconocidos.

Aclarado ello, cabe abocarme en primer lugar al rubro incapacidad sobreviniente permanente, el que fue fijado por el a quo en la suma de $8.000, y apelado por bajo por parte de la actora. 

Recuerdo que la entidad de la secuela discapacitante ha llegado firme a esta instancia; ninguna de las partes apeló lo decidido por el a quo en cuanto tuvo por probado que la actora sufrió por el accidente las fracturas del quinto y cuarto dedo de su mano derecha, las que dejaron secuelas funcionales que determinaron una incapacidad de grado parcial y de carácter permanente del 19,95%. 

La actora, al momento del accidente era beneficiaria del programa jefes de hogar. Asimismo, surge de las constancias probatorias obrantes en el beneficio de litigar sin gastos –las que de acuerdo al principio de adquisición de la prueba fueron adquiridas para el proceso principal (cfm. esta Cámara in re: “Spinelli”, expte. 1630, S. 6/10/09 , y “Cañete”, expte. 1863, S. 22/12/09)-  su condición humilde (cfm. fs. x del incidente de B.L.S.G.) y que por las tardes realizaba changas como costurera y modista (ver declaración conteste de los tres testigos presentados a fs. 10/12 y 24/25 del B.L.S.G.). En relación a las changas, ninguno de los testigos se expidió sobre la periodicidad de las mismas ni sobre el monto que percibía en forma mensual, correspondiendo presumir la infrecuencia de las mismas en tanto la Sra. S.  sólo informó como ocupación –con carácter de declaración jurada- las tareas desarrolladas en el marco del programa jefes de hogar (ver fs. 14 del incidente).

Bajo dichos parámetros, recordaré que esta cámara ha señalado que la cuantificación de las lesiones mediante los baremos o tablas de discapacidad, elaborados muchas de ellas para el fuero laboral, responden a un sistema tarifado que se desentiende de la restitución integral. Aquí, más que la lesión en sí, son sus secuelas discapacitantes las que se toman en cuenta en tanto son ellas las que generan limitaciones en la capacidad de la víctima, siendo estas limitaciones las que se traducen en un perjuicio susceptible de apreciación pecuniaria (arts. 1068 Cod. Civ., cfr. Cam. Apel. Civ. y Com. Dptal. Sala II, c. 49571, 19-06-2001, y esta Cámara en causa n° 1216, “Wajsman”, del 28/8/08). Además, que en materia civil la incapacidad no se determina en función de baremos de aplicación matemática, sino en razón de la índole de las lesiones y sus secuelas, y de la incidencia discapacitante que ellas tienen en la situación personal y concreta de la víctima, atendiendo al principio de reparación integral que gobierna la materia de daños (arts. 1067, 1068, 1075, 1083 y cctes. Del Cod. Civ.). El grado de incapacidad sólo juega como pauta de referencia pero no determinante de la indemnización (cfr. Cámara y Sala citada, causa nº 40020, 18-08-96, y esta Cámara en causa n° 1216, “Wajsman”, del 28/8/08, entre otras).

Ello así, ponderando las circunstancias personales de la actora, mujer de 41 años de edad a la fecha del accidente, y teniendo en cuenta la integridad del individuo, el plano social, familiar, y siendo que los montos quedan librados al arbitrio judicial y sujetos a equidad, por el tipo de lesiones y sus secuelas, debe hacerse lugar al agravio de la actora, propiciando elevar la suma fijada en la instancia de origen para el rubro incapacidad y establecerla en $16.000.

8) En cuanto al daño psicológico, el Juez expuso que surgía de la pericia que la incidencia del accidente en la salud psíquica de la actora podía ser revertida, por lo que dispuso indemnizar el daño padecido aunque en concepto de gastos de tratamiento. Fijo en tal concepto la suma de $3000, con intereses que corren desde la sentencia. 

El agravio de la actora radica en que la suma fijada es escasa para solventar el tratamiento indicado por la perito interviniente pues, de acuerdo al cálculo que realiza, el monto establecido supone un valor insuficiente por sesión de terapia. Además, cuestiona la fecha desde la cual se computan los intereses, afirmando que ello debe suceder a partir del hecho dañoso. 

Sentado todo ello, diré que no encuentro motivo para elevar el monto establecido por el a quo, pues no surgen de la causa constancias que demuestren que el valor de las sesiones psicológicas -al momento del hecho dañoso (6/7/04)- haya sido arbitrariamente ponderado por el juez de grado. 

En cuanto al punto de partida del cálculo de los intereses –cuestionado por el actor-, entiendo que los intereses deben computarse desde el mismo momento en que se produjo el daño que se indemniza (6/7/04).

La jurisprudencia tiene dicho que “Tratándose de la responsabilidad por los daños emergentes en un ilícito civil, rige el principio general que impone el resarcimiento integral de los menoscabos, reponiendo las cosas al estado anterior al hecho o, subsidiariamente, su reparación dineraria (art. 1083 Cód. Civil). El importe se adeuda desde el mismo momento en que se irroga el daño, tratándose de un caso de mora "ex re", por lo que los intereses corren a partir de la fecha en que la víctima experimentó el menoscabo.” (CC0002 SM 44682 RSD-353-98 S 8-10-1998, “Fantini, Gabriel Martín c/ Rossi, Osvaldo Daniel s/ Daños y perjuicios”).

En consecuencia, cabe revocar la sentencia apelada en cuanto mandó a computar los intereses a partir de la fecha de la sentencia.

9) Decidido ello, cabe continuar con el tratamiento del daño estético, rechazado por el a quo y motivo de agravio por parte de la actora. 

La SCBA tiene dicho que “El daño estético es una lesión a la integridad del aspecto, a la identidad corpórea del individuo y no ha de confundirse con el menoscabo a la venustez o belleza de la persona, aunque también lo implica” (cfm. voto del Dr. Roncoroni en SCBA, Ac 83432 S 24-5-2006, Lacoste, Carlos y otros c/ O.S.S.E. Obras Sanitarias Sociedad de Estado y otro s/ Daños y perjuicios). 

En el caso cabe confirmar la decisión de grado en tanto no se advierte de la prueba producida la existencia de daño estético. 

En lo que respecta a la pericia médica realizada por el especialista en traumatología designado –Dr. Daniel Salvucci-, no surge de la misma que la actora padezca el alegado daño estético. En tal sentido, consultado expresamente sobre si la actora sufría daño estético respondió que poseía daño funcional (ver respuesta a la pregunta Ph de fs. 353 y reiteración como respuesta a la pregunta Pi de fs. 353), y que aquel “… mejoraría con una cirugía para poner en posición que favorezca la funcionabilidad de las articulaciones rígidas y luego realizar kinesiología” (fs. 353). En idéntica dirección, el perito contestó los cuestionamientos realizados al informe por la actora –quien pidió nuevamente que determine si posee daño estético (fs. 360)- reiterando el experto que el daño es funcional y que “…debe ser solucionado o por lo menos mejorado por medio de tratamiento quirúrgico” (fs. 367).

Por lo demás, el mentado daño funcional de la actora ha sido estimado por el perito para determinar la incapacidad física (fs. 351/355vta), por lo que no cabria tarifarlo nuevamente en forma independiente pues ello implicaría fijar una doble indemnización. 

Las razones señaladas conllevan la confirmación de la sentencia en el punto analizado. 

10) El rubro “daño moral” fue fijado por el juez a quo en la suma de $8.000 y la actora solicita su elevación. 

A fin de revisar el monto establecido, diré que el daño moral se configura por el conjunto de sufrimientos, padeceres de orden espiritual y angustias causadas por el ilícito, encontrando su cauce legal en el art. 1078 del C.Civil (cfm. C. Civ. y Com. San Martín, causas nº 48469, 48402, 49269, 53459, y este Tribunal en causa n°64/04, “Bogado”, del 3/4/08 , entre otras), su carácter es resarcitorio y no sancionatorio; asimismo, que “La fijación de sumas indemnizatorias en concepto de daño moral no está sujeta a reglas fijas. Su reconocimiento y cuantía depende -en principio- del arbitrio judicial para lo cual basta la certeza de que ha existido, sin que sea necesaria otra precisión” (SCBA, C 85381 S 7-5-2008 , “Valentín, Norma B. y González, Juan C. c/ Durisotti, Rodolfo; Hospital Municipal y Municipalidad de Daireaux s/ Daños y perjuicios”, y esta Cámara en la causa N° 1630/09, “Spinelli”, del 6/10/09 , entre otras). 

Bajo tales parámetros, teniendo en cuenta que la actora sufrió las fracturas del quinto y cuarto dedo de su mano derecha, lesiones traumáticas que originaron dolor, molesto tratamiento e incapacidad temporaria y permanente, debiendo ser intervenida quirúrgicamente, debiendo continuar con tratamientos de kinesiología y psicología, circunstancias que denotan los sufrimientos e incomodidades que hubo de soportar; la suma establecida en concepto de daño moral por el Juez a quo no cabe ser elevada, pues estimo que la traducción económica del aludido quebranto refleja los sufrimientos espirituales que a la reclamante debió haberle provocado el evento dañoso (arts. 1078 Cod. Civ. y art. 165 del CPCC). 

11) La accionante se agravió del rechazo de los rubros lucro cesante y pérdida de chance. Requiere en su expresión de agravios la consideración de las probanzas producidas en el marco del incidente de beneficio de litigar sin gastos (exp. 7379, “S.  C.  P.  s/ BLSG”), pues entiende que del mismo se desprende la correspondencia del reclamo. 

En cuanto a los rubros en cuestión, se ha expuesto que “Lo que diferencia el lucro cesante de la chance es que mientras el primero consiste en una ganancia dejada de percibir que debe ser probada (art. 1069 Cód. Civ.), la segunda alude a la pérdida de un beneficio económico futuro cuya consecución hubiera devenido como harto posible de no haber interferido el hecho ilícito.” (CC0002 SM 56948 RSD-345-5 S 4-8-2005, “Cejas, Ilda c/ Parejas, Carlos s/ Indemnización por daños y perjuicios”).

Sentado ello, analizando el incidente en cuestión, observo que los rubros se encuentran debidamente desestimados. 

Véase que tras ser dispuesto en la instancia de grado que la actora informe en carácter de declaración jurada sobre “si el solicitante trabaja en forma parcial o total…” (fs. 9/9vta. del incidente), la Sra. S.  nada aclaró sobre la actividad laboral por la que pretende el reconocimiento de los rubros aquí reclamados. Es decir, ante el pedido de información sobre su desempeño laboral, ya sea parcial o total, se limitó a expresar “que hasta el mes de septiembre de 2004 percibí plan trabajar jefas y jefes de hogar” (fs. 14 del incidente). Tal información, como recién se destacó, fue presentada en carácter de declaración jurada (fs. 14 del incidente). 

Por lo demás, mientras no se han arrimado a la causa constancias documentales –v. g. recibos-, los testimonios brindados no han arrojado mayor luz sobre el punto. En efecto, si bien los testigos expusieron que la actora por las tardes realizaba “changas” en su casa como costurera y modista (ver fs. 10/12 y 24/25, en especial respuesta 7 de fs. 11/12), no dieron dato alguno sobre la frecuencia de las mismas, ni los montos aproximados que se obtenían al respecto. 

Ante la insuficiencia de la prueba producida corresponde desestimar el agravio y confirmar la sentencia apelada. 

12) Los agravios que cuestionan –por bajos- los montos fijados en concepto de gastos médicos y farmacéuticos ($500) y de gastos de traslado ($200) no prosperan. Es que, -vista la carencia de cualquier comprobante de pago- el alcance de la reparación lo entiendo justo y razonable, constituyendo tal determinación un prudente ejercicio de las facultades que le confiere al a quo el artículo 165 del CPCC, en base a las lesiones comprobadas en este juicio. 

13) El cuestionamiento de la actora dirigido contra la distribución realizada de las costas no puede prosperar ya que de acuerdo a la normativa vigente en la materia y las circunstancias fácticas del caso no cabe imponer las costas al vencido, como lo pretende la apelante. 

En efecto, se recuerda que el art. 51 del CCA (texto conf. Ley 13101), estipula: “1- El pago de las costas será soportado por las partes en el orden causado. 2- Las costas se aplicarán a la parte vencida solamente en los siguientes supuestos: a) En los procesos de ejecución tributaria. b) Cuando la vencida hubiese actuado con notoria temeridad o malicia.” 
Bajo dichos parámetros, no siendo este un proceso de ejecución tributaria (inc. 2 “a” art. 51 del CCA), ni habiendo actuado la vencida con notoria temeridad o malicia (inc. 2 “b” art. 51 del CCA), resulta justa la distribución de costas por su orden (art. 51 inc. 1 del CCA). 

14) Finalmente, la crítica expuesta contra la tasa de interés fijada por el a quo -tasa pasiva- se desestima pues dicha tasa es la que resulta aplicable al caso de acuerdo a la doctrina legal de la Suprema Corte de Justicia provincial (SCBA, C 100375 S 25-11-2009 , “Quadrana, Sergio c/ Línea 54 Expreso Roca S.A. y otros s/ Daños y perjuicios”), y conforme lo sostenido reiteradamente por esta Cámara (causas Nº 258/05, “Sandoval, Fermín Heriberto c/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires y otro s/ Amparo”, del 6/6/06 ; Nº 480/06, “D `Angelo, Rosario Luis Antonio C/ Municipalidad de Baradero s/ Proceso contencioso administrativo por restablecimiento o reconocimiento de Derechos”, del 1/6/06 ; Nº 402/06, “Malle, María Antonia C/ Fisco de la Provincia de Buenos Aires y otro/a s/Amparo", del 25/4/06 ; Nº 468/06, “Poli, Orlando Teodoro y otros c/ Provincia de Buenos Aires s/ Amparo - Solicita Inconstitucionalidad", del 25/4/06 ; Nº 523/06, “Becerra, Juan Carlos C/ Poder Ejecutivo y otro/a   s/ Amparo", del 25/4/06 ; Nº 1094, “Fernández, Analía y otros c/ Municipalidad de Vicente López s/ Cobro de Pesos”, del 05/2/08 ; Nº 1386/08, “Armini, Vicente Oscar c/ Municipalidad de José C. Paz s/ Pretensión de Restablecimiento o reconocimiento de derechos”, del 20/10/08 ; Nº 1543/08, “Rivolta, Antonio Martín c/ Municipalidad de General San Martín s/ Pretensión Anulatoria”, del 25/3/09 , entre otras). Por ello propongo el rechazo de los agravios de la parte actora sobre esta cuestión. 

15) Por todo lo expuesto, propongo: 1) hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la Municipalidad de José C. Paz y, en consecuencia, receptar la excepción de falta de legitimación pasiva interpuesta, rechazando la demanda incoada en su contra; 2) rechazar el recurso de apelación interpuesto por la Provincia de Buenos Aires y confirmar la sentencia de grado en cuanto fue materia de agravio; 3) rechazar el recurso de apelación interpuesto por Provincia Seguros S.A. y confirmar la sentencia de grado en cuanto fue materia de agravio; 4) hacer lugar parcialmente al recurso de apelación interpuesto por la actora y revocar la sentencia apelada en cuanto mandó a computar los intereses debidos por el daño psicológico a partir de la fecha de la sentencia -los que corresponden ser calculados desde la fecha de producción del hecho dañoso- y en lo que respecta al monto fijado para el rubro incapacidad sobreviniente –el que se establece en $16.000-; ello, confirmando el resto de la sentencia apelada en cuanto fue materia de agravio; 5) distribuir las costas de esta instancia en el orden causado (art. 51 del CCA) y diferir la regulación de honorarios para su oportunidad (31 Dec ley 8904). ASÍ LO VOTO.

Los Sres. Jueces Hugo Jorge Echarri y Jorge Augusto Saulquin por idénticos fundamentos adhieren al voto precedente.

En virtud del resultado del Acuerdo que antecede el Tribunal RESUELVE: 1°) hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la Municipalidad de José C. Paz y, en consecuencia, receptar la excepción de falta de legitimación pasiva interpuesta, rechazando la demanda incoada en su contra; 2°) rechazar el recurso de apelación interpuesto por la Provincia de Buenos Aires y confirmar la sentencia de grado en cuanto fue materia de agravio; 3°) rechazar el recurso de apelación interpuesto por Provincia Seguros S.A. y confirmar la sentencia de grado en cuanto fue materia de agravio; 4°) hacer lugar parcialmente al recurso de apelación interpuesto por la actora y revocar la sentencia apelada en cuanto mandó a computar los intereses debidos por el daño psicológico a partir de la fecha de la sentencia -los que corresponden ser calculados desde la fecha de producción del hecho dañoso- y en lo que respecta al monto fijado para el rubro incapacidad sobreviniente –el que se establece en $16.000-; ello, confirmando el resto de la sentencia apelada en cuanto fue materia de agravio; 5°) distribuir las costas de esta instancia en el orden causado (art. 51 del CCA) y diferir la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 decreto ley 8904). Regístrese, notifíquese y oportunamente devuélvase.

                                ANA MARÍA BEZZI



JORGE AUGUSTO SAULQUIN

siguen///

///las firmas







HUGO JORGE ECHARRI


             
   ANTE MÍ

             Ana Clara González Moras
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